Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 12 y 39 minutos) 


La Comisión de Salud Pública de la Cámara de Senadores tiene el gusto y el honor de recibir al 
doctor Carlos Delpiazzo, a quien solicitáramos su opinión sobre este proyecto de ley relativo a la 
descentralización de la Administración de los Servicios de Salud del Estado -comúnmente conocidos como 
ASSE- en los aspectos que él entendiera pertinentes. Seguramente, los aquí presentes, quizás, luego 
tengamos algunas preguntas para formularle. 


Tiene la palabra el doctor Delpiazzo. 


SEÑOR DELPIAZZO.- He recibido de la Secretaría de la Comisión dos distribuidos: el N* 1088/2006, que 
contiene el mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo sobre la descentralización de ASSE y el N* 
1237/2006, que contiene un cuadro comparativo entre el proyecto del Poder Ejecutivo -que mencioné en el 
distribuido anterior- y otro con similar objetivo, presentado en la Cámara de Representantes por el señor 
Legislador Daniel Bianchi. 


En la nota de amable invitación que he recibido por parte de la Comisión, no se especifica punto 
o puntos sobre los cuales se me requiere opinión. Por lo tanto, estoy en condiciones de hacer un enfoque 
general, contextual y textual del proyecto, poniéndome a disposición de los señores Senadores para 
consultar lo que a su criterio sea pertinente. 


A partir de un enfoque general, y comenzando por el distribuido 1088/06, puedo decir que el 
proyecto de descentralización de la Administración de los Servicios de Salud del Estado no es una solución 
novedosa y parece imprescindible para avanzar hacia la concreción de un sistema nacional integrado de 
salud. En ese sentido, voy a abundar más sobre estas dos afirmaciones. 


En primer lugar, no se trata, reitero, de una solución novedosa, porque cuando por la Ley de 7 de 
noviembre de 1910 se creó la Asistencia Pública Nacional -estando todavía vigente la Constitución de 1830 
y, por consiguiente, no estando organizada constitucionalmente la descentralización- se le dieron poderes y 
cometidos propios de un sistema de funcionamiento descentralizado. De modo que cuando se elabora la 
Constitución de 1917, cuyo célebre artículo 100 habilita la descentralización por servicios, se dicta la Ley 
N* 8.766, de 15 de octubre de 1931, que crea como persona jurídica descentralizada al Consejo de Salud 
Pública, que absorbió los cometidos que tenía la Asistencia Pública y otros correspondientes a distintas 
dependencias y organismos con cometidos afines. Luego, en virtud de la Ley N* 9.202, que es la que está 
vigente, se crea en 1934 el Ministerio de Salud Pública y se le asignan dos grandes bloques de cometidos 
referidos a la higiene pública -que es esencial del Estado- y a la asistencia pública, que constituye un 
servicio social a cargo del Estado. Este último, de alguna manera, repite la terminología propia de la Ley de 
1910; de hecho, como los médicos saben bien, hasta no hace mucho tiempo las ambulancias y los 
servicios de Salud Pública se conocían como la Asistencia Pública, a pesar de que esa denominación dejó 
de regir en el país hace mucho tiempo. 


Por consiguiente, tanto en la Ley de 1910 como en la de 1931, la asistencia pública fue 
descentralizada. 


A su vez, en la reforma constitucional de 1934, cuando se amplía la normativa sobre la 
descentralización funcional se dedica un artículo, el actual 186, a indicar qué servicios no podrán ser 
autónomos y, entre ellos, se incluyen los referidos a la salud. De manera que el grado de descentralización 
máximo que puede tener este cometido es el de servicio descentralizado, que se procura arbitrar a través 
de este proyecto de ley. 


La segunda afirmación que hacía al principio era que, en lo personal y a partir de la experiencia 
vivida en el Ministerio de Salud Pública en los años 1991 y 1992, considero imprescindible descentralizar o 
avanzar hacia un sistema nacional de salud que ponga de cargo de un sistema separado del Ministerio -o 
descentralizado de él- los servicios propiamente asistenciales. Sobre esto he escrito en perspectiva jurídica 
retiradas veces, en el año 1993 en un seminario que publicó la Organización Panamericana de la Salud y 


luego en 1995, en el Anuario de Derecho Administrativo; de alguna manera, a todo eso me remito, para no 
ser fatigoso en la exposición de este punto. 


No obstante, hay un tema que, desde la perspectiva jurídica institucional, me parece es 
fundamento o respaldo para esta afirmación. Me refiero a la distinción entre la fijación de una política 
asistencial en el área de la salud pública y el desenvolvimiento de la concreta actividad asistencial. 


La fijación de las políticas sectoriales es un cometido del Poder Ejecutivo y, al Ministerio de Salud 
Pública le compete proyectar, formular, proponer y luego dirigir, articular y coordinar. En la práctica actual, 
siendo la Administración de los Servicios de Salud del Estado una dependencia desconcentrada -pero 
dependencia al fin- del Ministerio de Salud Pública, lo cierto es que, tanto por volumen como por 
importancia de la tarea, cantidad de personal y porcentaje del presupuesto afectado, la atención mayor del 
Ministerio de Salud Pública se dedica al área asistencial, lo que tradicionalmente ha ido en desmedro de 
los cometidos propios de la dirección del sistema y, en particular, de la proyección y formulación de las 
políticas sectoriales. 


En cuanto al enfoque particular de esta iniciativa, partiendo ahora del Distribuido 1237/06, 
pueden señalarse, en primer término, temas del proyecto de ley del representante nacional Daniel Bianchi 
que no han sido contemplados en la iniciativa del Poder Ejecutivo y, en segundo lugar, una serie de 
aspectos del proyecto del Poder Ejecutivo que dejan mucho que desear y que deberían subsanarse desde 
el punto de vista de la técnica legislativa. 


En lo que refiere al primer punto señalado, hay que señalar que en la iniciativa que luce en el 
mencionado Distribuido, se regulan aspectos importantes que -reitero- no están contemplados en el 
proyecto de ley del Gobierno y que simplemente voy a enumerar. Ante todo, la facultad al servicio 
descentralizado para que dicte su reglamento general, lo que figura en el artículo 6%. Luego, en el artículo 
10 se reduce a tres el número de integrantes del Directorio, mientras que el artículo 11 establece pautas 
para su remuneración. Más adelante -en el artículo 15- se regula con detalle, en concordancia con todas 
las normas vigentes en materia de Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, todo lo referente a la 
responsabilidad de los integrantes del Directorio. Asimismo, en el artículo 16 se regula la remisión de las 
actas de este servicio descentralizado al Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Salud Pública, lo que si 
bien está regulado por normas reglamentarias es esencial para el control de la descentralización que le 
compete al Poder Ejecutivo. 


También el artículo 17 y de cara al control social el proyecto del representante nacional prevé la 
publicación de estados que refleje la situación económico-financiera del servicio a crear, aspecto que 
tampoco contempla el proyecto del Poder Ejecutivo. 


Tampoco se contempla en el proyecto del Poder Ejecutivo y sí en el alternativo -me refiero al 
artículo 9%- cómo disponer o proceder en caso de superávit y de déficit, en la situación económico- 
financiera del Ente que se proyecta crear. 


En el artículo 31 se prevé una amplia exoneración fiscal para el nuevo servicio descentralizado 
que se plantea crear. 


Quizás todos estos aspectos puedan parecer a los señores Senadores muy formales porque, 
ciertamente, lo son, pero no hay que olvidar que en nuestro Derecho el alcance de la descentralización es 
de resorte de la ley. Entonces, todo lo que no se explicite en la ley de creación de un nuevo servicio 
descentralizado, por lo menos, en la mejor de las hipótesis, va a ser fuente de conflicto con el Poder 
Ejecutivo o con otros organismos del Estado. 


En el segundo aspecto de enfoque particular, apuntando ya al articulado concreto de la iniciativa 
del Poder Ejecutivo, vemos como en los artículos 1? y 2? se alude a la creación de este servicio y a la 
atribución al mismo de personería jurídica. En ninguna de las dos disposiciones se establece que este Ente 
a crear sea sucesor de la actual ASSE, aunque en un artículo posterior, en el 4%, se dice que la sustituye. 
No obstante, en estos primeros artículos sería bueno señalar que se transforma la actual ASSE en un 
servicio descentralizado, o que se crea la nueva ASSE como sucesora de la preexistente. Y sería de buen 
estilo legislativo -se ha hecho en muchas leyes sectoriales en los últimos tiempos- agregar en este primer 
Capítulo que el servicio descentralizado a crear estará sujeto y subordinado a las políticas sectoriales que 


establezca el Poder Ejecutivo. A lo largo de todo el proyecto hay una gran confusión entre el rol de fijación 
de políticas y el rol asistencial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando el doctor Delpiazzo nos dice que debe quedar claro que es el Poder 
Ejecutivo quien fija la política me pregunto si un Organismo del artículo 220 o 221 puede recibir una 
directiva del Poder Ejecutivo para fijación de política o si tiene que ser una descentralización dentro del 
propio Ministerio. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Es claro que puede recibir directivas del Poder Ejecutivo. En realidad, los tres 
grandes instrumentos de política son: la directiva, como instrumento netamente político; la planificación, 
como instrumento técnico; y luego, actos jurídicos, reglamentos, actos individuales, etcétera, para 
instrumentar esas directivas que puedan resultar de esa planificación. Pero la demostración más palpable 
de eso surge del artículo 197 de la Constitución que dice: “Cuando el Poder Ejecutivo considere 
inconveniente o ilegal la gestión o los actos de los Directorios o Directores Generales” -tanto de los entes 
autónomos como de los servicios descentralizados- “podrá hacerles las observaciones que crea 
pertinentes, así como disponer la suspensión de los actos observados”. Cabe agregar que la palabra 
“inconveniente” fue agregada ya que antes esta norma refería sólo a la ilegalidad. Luego, la norma continúa 
regulando cómo se procede si las observaciones son desatendidas, etcétera, hasta terminar en el control 
por parte del Senado. Este artículo, al igual que el 188, no tendrían sentido si el Poder Ejecutivo no pudiera 
y debiera fijar, previamente, directivas políticas. ¿Cuándo va a observar por inconveniente? Cuando lo 
actuado por ese ente o servicio no se ajuste a lo que el Poder Ejecutivo considera conveniente. Quiere 
decir que allí no hay una pauta de jurisdicidad sino de ajuste, o no, a otras de carácter netamente político, 
que llevan al Poder Ejecutivo a emitir ese juicio de “disvalor” acerca del mérito en la actuación del ente 
descentralizado. En cambio -como ocurre ahora- si el servicio es centralizado, aunque tenga 
desconcentración, ese control se verifica desde el ejercicio de las potestades jerárquicas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Formulé la pregunta porque, en realidad, la práctica usual es que sólo se 
observen actos concretos y no directivas de política. Ciertamente, al menos en los últimos cuatro períodos, 
los artículos 196 y 197 de la Constitución no han sido utilizados. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Deseo aclarar que cuando hablo de capítulo lo hago a partir de la constatación de 
que se incorpora una frase que hace de separación con los artículos anteriores, dado que no hay indicación 
numérica ni tampoco nominativa. En definitiva, no se sabe si es un título, un capítulo o una sección. Reitero 
que lo denomino como capítulo porque se habla de “Competencia, cometidos y atribuciones”. Sin embargo, 
en realidad, el artículo 3* refiere a los fines u objetivos y no, concretamente, a la competencia. Asimismo, 
deseo señalar algunos déficit técnicos. Por ejemplo, el numeral 1 comienza con un sustantivo, en el 
numeral 2 se dice “También le corresponde”, como si se tratara de una nueva disposición y, finalmente, en 
el numeral 3 hay algún verbo conjugado en infinitivo. Además, no es de buena técnica legislativa remitir a 
artículos de normas anteriores cuando se está dictando nada menos que la carta orgánica de un servicio 
nuevo, máxime cuando esas disposiciones están contenidas en normas presupuestales que, como todos 
sabemos, son mucho más mutables que otro tipo de leyes. En consecuencia, en lo que refiere al numeral 1 
del artículo 3% me permito hacer una recomendación práctica en el sentido de ir al contenido sustantivo de 
las normas y no realizar este tipo de referencias. En lo que tiene que ver con los numerales 2 y 3, 
asumiendo que estos son los objetivos que se quieren dar a la nueva institución, debería uniformizarse la 
redacción de manera que todos los numerales comiencen con un verbo nuclear o el sustantivo que se 
entienda del caso. 


Por otro lado, el artículo 4* parece indicativo de lo que podríamos llamar la competencia general 
del organismo, de la persona jurídica que se crea. En su numeral 1% se habla de ASSE, a quien se 
sustituye. Como recordarán, hice referencia a esta norma con anterioridad, cuando sugerí la conveniencia 
de que en el artículo 1% se establezca, con toda nitidez, si lo que se crea es un sucesor de la actual ASSE o 
si se la transforma en una nueva ASSE. A su vez, en el numeral 3* se dice: “privilegiará una organización 
descentralizada”. Conforme al artículo 1%, se crea la nueva ASSE como un servicio descentralizado. Pienso 
que cuando aquí se habla de privilegiar una organización descentralizada, probablemente, no se utiliza el 
término en el sentido jurídico, sino en el sentido geográfico. Esto no es conveniente; si eso es lo que se 
quiso decir habría que buscar otra terminología, porque el hecho de que un organismo que nace 
descentralizado privilegie la descentralización, parece una contradicción. 


El numeral 5* del artículo 4% dice que será competencia de la Administración de los Servicios de 
Salud del Estado formular políticas. Creo que esta es una demostración de la confusión a la que aludí hace 


un momento; la política la fija el Poder Ejecutivo y para cumplirla diseñará estrategias, buscará medios de 
acción, aplicará recursos, etcétera. 


El numeral 7* del artículo 4* dice: “Contribuir a la evaluación de la situación de la salud, a través 
de los indicadores que defina en complementación del Ministerio de Salud Pública”. Aquí, nuevamente se 
presenta un problema: ¿quién va a definir los indicadores? ¿Los va a definir la propia ASSE? En realidad, 
en este asunto hay competencia de la Dirección General de la Salud. Me parece que se puede generar una 
confusión entre el rol del Poder Ejecutivo y el rol del organismo que se crea. 


El numeral 9* del artículo 4* dice: “Ejecutar, en el ámbito de su fin específico”. Me pregunto cuál 
es el fin específico, porque no se indica en ningún lado. Ahora, si en el artículo 3% se hablara de “fines”, por 
lo menos habrían indicado tres. Entonces, pienso que allí también hay un déficit para la adecuada 
inteligencia de la norma. 


El numeral 11* dice: “*Facúltase a participar en la investigación científica en materia de salud de 
su interés”. En este artículo, en general, los verbos han sido conjugados en infinitivo, por lo cual, desde el 
punto de vista de la técnica legislativa, este numeral debería comenzar diciendo: “Participar”, porque no se 
trataría de una facultad, sino de una competencia adicional. Por otra parte, aquí se debe reflexionar acerca 
de si la investigación, que en definitiva es una manifestación de la docencia íntimamente vinculada a la 
extensión, debe ser el cometido de un organismo eminentemente asistencial. En el ámbito de la 
Universidad de la República, al Hospital “Manuel Quintela” le compete no solamente asistir, sino hacer 
investigación y extensión, pero tengo dudas de que corresponda que esto lo haga el nuevo organismo. Me 
pregunto cómo se determina la expresión “de su interés”, si no lo dice de acuerdo a sus objetivos ni a la 
política que establece el Poder Ejecutivo. ¿Cómo se concreta el interés de este nuevo organismo? 


El numeral 13 del mismo artículo dice: “controlar la implementación en el Sistema Nacional de 
Salud”. Desde mi punto de vista, ASSE es un actor dentro del Sistema Nacional de Salud, por lo tanto es 
un agente asistencial más. El rol de control es el que debe reservar el Ministerio de Salud Pública ya que 
va a ser el acreditante de todos los actores, tanto del subsistema público como del subsistema privado. Es 
más; me parece que el verdadero sentido de descentralizar ASSE es que el Ministerio pueda hacer bien lo 
que hoy no logra que es fijar la política y, luego, controlar que todos los efectores, tanto los del sector 
público como del privado, se ajusten a esa política, de lo contrario seguiremos teniendo un agregado de 
actores públicos y privados sin conformar un verdadero sistema. Me parece que, tal como está redactado, 
este numeral conspira contra la idea que se explica en el Mensaje del Poder Ejecutivo. 


Pasando al artículo 5%, que habla de los cometidos de ASSE, es decir, de las tareas que se le 
asignan, comienza hablando de la definición de las políticas. Por tanto, otra vez estamos ante la situación 
ya planteada. 


En el numeral 5* del artículo 5% se habla de: “Promover la adopción de hábitos saludables de vida, 
y las acciones que correspondan sobre los problemas del entorno determinantes de la salud”. Este es un 
cometido típico de la Dirección General de la Salud, que debe quedar reservado al Ministerio de Salud 
Pública. Es decir, la educación para la salud, que no es otra cosa que promover el desarrollo de hábitos 
saludables de vida, es algo en lo que ASSE puede coadyuvar. Sin embargo, el agente protagónico no 
puede ser ASSE, sino el Ministerio porque, de lo contrario, lo que haremos será -además de crear 
un ente descentralizado- desgajar al Ministerio de aquello que debe ser su rol esencial, al menos es como 
yo lo entiendo. 


En el numeral 9* se habla de delegar atribuciones. Esto, en realidad, es un poder jurídico y no 
una tarea, por lo que no debería estar en este artículo sino en el siguiente -en el 6*- que refiere a las 
atribuciones. Tanto en materia de tareas o cometidos -artículo 5%- como de poderes jurídicos o atribuciones 
-artículo 6”- sería de buena técnica legislativa que la enumeración terminara, como se hace en la 
legislación tradicional, con alguna frase del siguiente estilo: “De todas las otras tareas que el Poder 
Ejecutivo le asigne en el área asistencial”. Y en el artículo 6%: “Realizar todos los actos jurídicos y 
operaciones materiales necesarios para el cumplimiento de sus cometidos”. Por ejemplo, en el proyecto no 
se habla de ninguno de los negocios jurídicos que eventualmente ASSE pueda tener que realizar como, por 
ejemplo, comprar, vender o alquilar. Es decir, típicos actos jurídicos imprescindibles para el desarrollo de la 
labor asistencial o de la base infraestructural de ésta, que sería bueno incluir en el artículo 6%, con una 
norma atributiva de los generales poderes necesarios para el desenvolvimiento de las tareas asignadas. 


En las atribuciones asignadas a ASSE en este artículo, hay dos problemas que, a mi juicio, son 
graves. El primero tiene que ver con el presupuesto. En el numeral 7* del artículo 6* se habla de: “Aprobar 
anualmente las necesidades financieras para solventar los servicios de salud contratados o a ser 
contratados en carácter de apoyo para el cumplimiento de sus cometidos”. 


En el numeral 13 del mismo artículo 6%, se dice: “Aprobar su presupuesto, ordenar gastos o 
inversiones en relación con las disposiciones vigentes”. Esto es inviable y absolutamente inconstitucional. 
Se trata de un servicio descentralizado que, por su naturaleza, nadie podrá reputar industrial y comercial. 
De manera que el presupuesto del servicio descentralizado que se crea, deberá integrar el Presupuesto 
Nacional y, por tanto, deberá aprobarse quinquenalmente, por la vía de la ley. En esto no hay alternativa ni 
puede haber dos opiniones, a menos que a alguien se le ocurra que ASSE es calificable como servicio del 
dominio industrial y comercial del Estado al estilo, por ejemplo, de ANTEL. Pero en la realidad actual se 
parece, por ejemplo, al INAU, el cual también es un servicio descentralizado, que no tiene naturaleza 
industrial o comercial y, por lo tanto, desde el punto de vista presupuestal, debe ajustarse al artículo 220 
de la Constitución de la República. 


El segundo aspecto, que luego aparece tratado al regular las facultades del Directorio, pero no en 
las generales del organismo que se crea, está referido al personal. 


En buena medida, cuando se descentraliza, también se debe procurar descongestionar la labor 
del Poder Ejecutivo, ya de por sí muy ardua. Sin embargo, en el artículo 9%, el proyecto propone que las 
designaciones, promociones y cesantías del personal, sean realizadas por el Poder Ejecutivo, a propuesta 
del Directorio de ASSE. Esto es absolutamente conspirativo contra el sentido de la descentralización. Si se 
descentraliza, el manejo del instrumento “personal”, del recurso humano, debe ser, bajo las más graves 
responsabilidades, competencia del Directorio del ente que se crea y ya no del Poder Ejecutivo. Realizar 
esta determinación es competencia de la ley. 


Asimismo, el artículo 9*, literal f), dice: “Proyectar el presupuesto del Organismo, el que será 
elevado al Poder Ejecutivo y al Tribunal de Cuentas de la República a los efectos dispuestos por el artículo 
220 de la Constitución de la República”. Es decir que se trata de una solución aquí correcta, pero 
contradictoria con lo que establecen los numerales 7 y 13 del artículo 6* anterior. 


Volviendo al artículo 6, en su numeral 16, nos encontramos otra vez con el problema de definir 
las políticas, estrategias y desarrollo de tecnologías de la información. Más allá de que el sentido de este 
poder jurídico no es claro, me parece que el de la palabra “políticas” desvirtúa, una vez más, la distinción o 
el deslinde que necesariamente debe hacerse entre la labor propia del Poder Ejecutivo y la específica del 
servicio descentralizado a crear. 


Luego, a partir del artículo 7*, aparece lo que podríamos llamar un nuevo Capítulo, denominado 
“Administración”. Aquí, se prevé un Directorio integrado por cinco miembros, mientras que en el proyecto 
alternativo se prevé un Directorio integrado por tres miembros. Como los señores Senadores tienen 
presente, actualmente ASSE está dirigida por tres titulares, el Director General y dos Subdirectores 
Generales, por lo que sería bueno prever una transformación de esos cargos -en los de miembros de este 
Directorio- a los efectos de viabilizar, también, la inmediata puesta en marcha del servicio que se crea. 
Respecto a los otros dos cargos, que son electivos, sin ingresar a la valoración política del tema -que, 
obviamente, no me corresponde- debo señalar que conforme al artículo 189 de la Constitución, la ley por 
tres quintos de votos del total de componentes de cada Cámara, podrá declarar electiva la designación de 
los miembros de los Directorios, determinando en cada caso las personas o los Cuerpos interesados en el 
servicio, que han de efectuar esa elección. El antecedente más próximo es el de la elección de tres de los 
integrantes del Directorio del Banco de Previsión Social. De manera que desde el punto de vista jurídico, la 
solución es posible, pero requiere de una mayoría de tres quintos de votos del total de componentes de 
cada Cámara. 


Al enumerar las facultades que se atribuyen al Directorio en el artículo 9, llama la atención el 
literal h) cuando dice: “Resolver las demás cuestiones que el Presidente o cualquiera de sus miembros 
someta a su consulta o a su decisión”. No queda claro cuál es el sentido de la consulta, que es un instituto 
que normalmente se pone en manos del administrado frente a la Administración, pero no de los integrantes 
de un Cuerpo en relación a los demás. 


En el artículo 10, más allá de que se habla de actividades, se confunden los cometidos, que sí lo 
son, con los poderes jurídicos, que no son actividades sino los medios que el Derecho propone para 
realizarlas. Allí se dice que “el Directorio podrá definir en su estructura, las unidades organizativas 
necesarias destinadas al cumplimiento de sus fines”. Esto no es así. La estructura va a resultar del rol de 
cargos que se apruebe en el Presupuesto, y éste se va a aprobar por ley. De manera que la estructura va a 
resultar de la ley presupuestal. En lo organizativo, el Directorio, como jerarca máximo de la entidad que se 
crea, va a tener facultades para realizar los ordenamientos que puedan corresponder, pero no podrá definir 
su estructura; la estructura la va a definir el Legislador, a propuesta del organismo y según el criterio del 
Poder Ejecutivo cuando remita el Mensaje y proyecto de ley de Presupuesto Nacional al Parlamento. 


En el artículo 11 se propone la creación de un Consejo Asesor Honorario. En rigor, este no es un 
órgano porque no tiene facultades decisorias; es meramente asesor o consultor. Tendría sentido si en el 
Directorio no hubiera miembros electivos, como propone el proyecto del Diputado Bianchi; en cambio, si los 
representantes sectoriales de los funcionarios, de los usuarios, etcétera, están en el Directorio, no se 
advierte mucho la utilidad práctica de este consejo consultivo. En todo caso, lo que puede llegar a ocurrir 
es que se burocratice el funcionamiento del organismo. Creo que sí tendría un rol importante -porque sería 
la caja de resonancia o el ámbito participativo, con una integración probablemente más amplia- si el 
Directorio estuviera integrado exclusivamente por tres Directores. Pienso que allí hay una cuestión de 
equilibrio institucional que sería bueno que el Legislador valorara. 


En relación con el artículo 12, me limito a decir que no lo entiendo, y sin que implique una 
manifestación de soberbia debo decir que tengo 32 años en este oficio y me preocupa que si yo no lo 
entiendo puedan no entenderlo otros, en particular quienes lo tengan que aplicar. 


Finalmente, en los artículos 17, 18 y 22 se alude al personal, que es el segundo gran déficit que 
señalaba en este proyecto de ley cuando hablaba de las facultades del Directorio y refería al Presupuesto y 
al personal. 


En primer lugar, se habla del “personal actualmente afectado a las unidades ejecutoras del órgano 
desconcentrado “Administración de los Servicios de Salud del Estado”. No entiendo qué se quiere decir 
cuando se expresa “actualmente”. ¿Es al momento en que el Poder Ejecutivo propuso el proyecto, al 
momento en que la ley se sancione, al momento en que se promulgue la ley, al momento en que se 
publique en el Diario Oficial o a un momento distinto que le parezca a alguien? Creo que esto no le da 
ninguna garantía al personal. Tradicionalmente, cuando se crea un organismo nuevo, sea estatal o no 
estatal, se procura contemplar tres intereses: el de la administración a la que se le segrega la organización 
-en este caso, el Ministerio de Salud Pública- el de la nueva administración que se crea, y el de los 
funcionarios. Aquí el interés de los funcionarios brilla por su ausencia. 


Además, advierto un inmenso riesgo de distorsión total de los cuadros del Ministerio de Salud 
Pública, porque se habla del personal “actualmente afectado”, no interesando si el funcionario pertenece a 
la Secretaría General, a la Dirección General de la Salud o a otra dependencia del Ministerio; basta con 
que esté en comisión en un establecimiento de ASSE para que quede incorporado definitivamente. 


Además, no se trata solamente de un tema de personal -que ya sería muy importante- sino 
también de cargos. La cuestión es cómo va a quedar la estructura de cargos del Ministerio cuando nazca a 
la vida el Ente descentralizado que se crea. Tal vez se debería realizar un deslinde entre cargos y luego 
entre el personal, señalando que pasarán aquellos cargos afectados al órgano desconcentrado ASSE, 
estén vacantes u ocupados. Y respecto de aquellos funcionarios que hoy se desempeñan en 
establecimientos asistenciales pero que no pertenecen a la planilla de ASSE, creo que hay permitir que 
jueguen los intereses del requirente, del requerido y del propio funcionario, para lo cual hay antecedentes 
legislativos múltiples en el establecimiento de plazos. Debería decirse por ejemplo: “A partir de la vigencia 
de la presente ley transcurrirá un plazo de 90 días dentro del cual el Directorio determinará qué personal 
necesita, el Ministerio valorará y el funcionario podrá decidir sobre su propia vida”. Me parece que el tema 
no está adecuadamente contemplado, ni desde el punto de vista jurídico ni desde el de una correcta 
política del recurso humano. Si bien el artículo 22 habla de un plazo de 120 días, faculta al Ministerio y a 
ASSE a definir el personal afectado a cada uno de esos organismos sin establecer ninguna base y sin 
considerar en lo más mínimo la voluntad o situación del funcionario. 


Señor Presidente, en apretada síntesis y con cierto desorden -por el que me disculpo- estos son 
los comentarios que me suscita una primera lectura de esta iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Luego de esta relevante y conceptuosa exposición, queda abierta a los señores 
Legisladores la posibilidad de efectuar consultas. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quisiera saber si el doctor Delpiazzo entiende que las disposiciones generales y 
transitorias del proyecto del señor Representante Bianchi cubren algunas de las preocupaciones 
relacionadas con las disposiciones transitorias del proyecto del Poder Ejecutivo. ¿Queda mejor saldada 
esa transición -que como se dijo no queda clara- respecto de los intereses que aquí se señalaron? 


SEÑOR DELPIAZZO.- No he tenido oportunidad de leer el proyecto presentado por el señor Representante 
Bianchi tal como lo formuló, sino como resulta del cuadro comparativo contenido en el distribuido N* 1237, 
pero creo que, en general, desde el punto de vista de la técnica legislativa se trata de un texto mucho más 
depurado, y revela un mayor conocimiento del entramado de la problemática, dado que apunta a aspectos 
que ni siquiera menciona el proyecto del Poder Ejecutivo. En ese sentido, por ejemplo, hace referencia a 
las Comisiones de Apoyo y a otros temas, todos importantes. Son varios miles los funcionarios de ASSE 
que perciben su retribución, en todo o en parte, a través de las Comisiones de Apoyo -tema que no 
mencioné y que ciertamente es muy relevante desde el punto de vista práctico- que, si se me permite una 
valoración, deberían extinguirse, porque se trata de un sistema que ha prostituido el manejo del recurso 
humano en el ámbito asistencial. 


SEÑORA PERCOVICH.- El artículo 31 del proyecto del doctor Bianchi habla de exoneración de pagos de 
tasas, derechos de Aduana, etcétera, El doctor Delpiazzo, ¿entiende que esto también es necesario 
ponerlo? 


SEÑOR DELPIAZZO.- Así es, señora Senadora. Más allá de la inmunidad tributaria de los Entes estatales, 
es de estilo que en todas las leyes en las que se crea un organismo se establezca la exoneración, a 
efectos de disipar dudas con respecto a una postura interpretativa, porque tanto las administraciones 
fiscales como el Banco de Previsión Social sostienen que las exoneraciones generales no alcanzan a 
ámbitos específicos. Entonces, es bueno que con relación a la actividad específica del nuevo Ente se 
consagre una norma de carácter general. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quiero formular otra pregunta que tiene relación con este artículo. ¿Esto no 
necesita iniciativa del Poder Ejecutivo? 


SEÑOR DELPIAZZO.- El inciso segundo del artículo 133 de la Constitución de la República, expresa: 
“Requerirá la iniciativa del Poder Ejecutivo todo proyecto de ley que determine exoneraciones tributarias o 
que fije salarios mínimos o precios de adquisición a los productos o bienes de la actividad pública o 
privada”. Entonces, efectivamente, necesita iniciativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ANTÍA.- Quiero preguntar al doctor Delpiazzo si un proyecto de estas características, que implica 
gastos del Estado -es decir, presupuesto- no tendría que haber sido enviado, también, con la firma del 
señor Ministro de Economía y Finanzas; hago esta observación, porque aparece solamente la firma de la 
señora Ministra de Salud Pública. Formulo esta consulta, pues creo que así le está faltando un pilar 
trascendente al proyecto de ley. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Por la importancia política e institucional que el tema tiene, me hubiera gustado que 
la iniciativa la hubiera formulado el Consejo de Ministros. En rigor de verdad, las disposiciones que 
contiene la iniciativa son, básicamente, las organizativas. Luego, por la vía de una Rendición de Cuentas o 
de un Presupuesto, será necesario arbitrar los recursos necesarios. Parecería -aunque tampoco es un 
aspecto que esté claro- que si se aprueba el proyecto de ley, se instala el nuevo Directorio y empieza a 
funcionar ASSE como un Servicio Descentralizado, lo hará ejecutando los créditos asignados al Poder 
Ejecutivo, Ministerio de Salud Pública y ASSE, órgano desconcentrado. Entonces, podría no haber ninguna 
variante desde el punto de vista presupuestal. Inclusive, si el Directorio tuviera tres cargos, podrían ser los 
que actualmente hacen cúspide de ASSE. Pero si efectivamente el Directorio va a tener cinco miembros - 
es decir que se crean dos cargos por esta vía y, por lo tanto, hay que prever su dotación, etcétera, etcétera- 
y, por ejemplo, se introduce la norma del proyecto Bianchi sobre exoneración y cualquier otro aspecto que 
implique una erogación no prevista en el presupuesto actual del órgano desconcentrado ASSE, requeriría 
de la iniciativa del Poder Ejecutivo y de la intervención del Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR ANTÍA.- Otra de las preguntas que pensaba formular al doctor Delpiazzo es si al ser esta una 
medida de creación de un organismo del artículo 220 de la Constitución de la República, no debería haber 
sido una decisión del Presidente de la República en conjunto con el Consejo de Ministros, y no una ley de 
un solo Ministerio. Quizás, de haber sido así, de pronto hubiera venido sin tantos errores técnicos porque, 
aunque no soy técnico en la redacción de un proyecto de ley, el doctor Delpiazzo acaba de hacer una serie 
de observaciones que chocan con la organización de la iniciativa, ya que me parece muy desprolija la 
forma en que llega al Parlamento. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Por razón de materia, alcanza con la iniciativa del Poder Ejecutivo, en acuerdo del 
Presidente de la República con el Ministerio de Salud Pública. No obstante, en la medida en que el propio 
proyecto crea dos cargos y tiene algún otro aspecto de índole presupuestal, debió haber intervenido el 
Ministerio de Economía y Finanzas. Yo aludía al Consejo de Ministros por razones de importancia 
institucional de la iniciativa, más que por un motivo de distribución de competencia en razón de materia 
dentro de los Ministerios del Poder Ejecutivo. 


SEÑORA PERCOVICH.- ¿No es necesario establecer, dentro de este marco de actuación de este Servicio 
Descentralizado, quiénes son las personas que tienen derecho a recibir los servicios de ASSE? 


SEÑOR DELPIAZZO.- Creo que no es necesario; de hecho, es la propia Constitución la que lo determina y 
es un régimen que está ampliamente regulado en la ley. Nuestra Constitución -y no es un tema que 
podamos zanjar por ley- no reconoce explícitamente el derecho a la salud, aunque claramente está 
implícito en el artículo 72, cuando refiere a todos los derechos inherentes a la persona humana. Pero en el 
inciso segundo del artículo 44 de la Constitución se establece: “Todos los habitantes tienen el deber de 
cuidar su salud, así como el de asistirse en caso de enfermedad. El Estado proporcionará gratuitamente los 
medios de prevención y de asistencia tan solo a los indigentes o carentes de recursos suficientes”. Esta 
normativa ha sido objeto de amplio desarrollo legislativo e incluso está prevista, aunque lamentablemente 
se aplica poco, la posibilidad de que si un ciudadano opta por atenderse en los servicios de Salud Pública y 
dispone de recursos o bienes suficientes como para pagar esos servicios, deba pagarlos. En este sentido 
no solamente existe un arancel que establece los valores de todos los servicios asistenciales que presta 
ASSE, que fue revisado hace no demasiado tiempo -el que estaba vigente era del año 1991, porque tuve la 
preocupación de trasladar todos los valores a Unidades Reajustables y de hacer el elenco de muchas 
cosas que no estaban aranceladas- sino que además desde 1953 hay una ley que faculta al Ministerio de 
Salud Pública a ejecutar las facturas firmadas por los Directores de los Hospitales por servicios prestados a 
quienes están en condiciones de atenderlos. Es un caso de los muy pocos en que se configura un título 
ejecutorio que permite ir directamente a embargar y gravar el patrimonio del beneficiado. De manera que el 
elenco de los servicios asistenciales de salud del Estado, desde el punto de vista subjetivo, son todos los 
habitantes; lo que ocurre es que algunos podrán acceder a ellos gratuitamente: aquellos que, de acuerdo 
con el artículo 44 de la Constitución y la legislación que lo reglamenta, se consideran indigentes o carentes 
de recursos. Los demás podrán asistirse en las condiciones arancelarias que el Ministerio de Salud Pública 
establezca. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo un par de preguntas concretas sobre el articulado. Según manifestó el 
doctor Delpiazzo, parecería que estas funciones pertenecen al Ministerio de Salud Pública o a la 
regulación, pero en el artículo aparecen como de la propia ASSE. 


En el literal c) del artículo 9% se dice: “Fiscalizar y vigilar todos los servicios”, pero me parece que 
debería decir “sus servicios”, porque si no se referiría a todos los servicios de salud. 


A su vez, en el literal i) se dice: “Mantener relaciones con organismos internacionales de salud, y 
proponer al Poder Ejecutivo la realización o asistencia a reuniones”. En ese sentido, pregunto si las 
relaciones con organismos internacionales no deberían competer directamente al Poder Ejecutivo y no a un 
servicio descentralizado. 


Estas son las dos preguntas importantes que quería formular, ya que las otras son dudas 
menores. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Según mi interpretación, el literal c) del artículo 9 refiere a los servicios 
dependientes. Tal como se concibe el Sistema Nacional Integrado de Salud, ASSE es un actor más y no 
puede ser actor y juez. El juez del sistema es el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud Pública. O 


sea que sería incoherente con el sistema y desproporcionado que un servicio descentralizado tuviera 
potestades jurídicas respecto a otros servicios, sean estatales, no estatales o privados. 


Con relación al literal i) de este artículo, la técnica legislativa deja bastante que desear. Para 
interpretar a favor de la corrección de la norma, habría que entender que ese mantenimiento de relaciones 
con organismos internacionales de salud se refiere al área asistencial y no, por ejemplo, a las áreas de la 
salud de los organismos integrantes del sistema Naciones Unidas o de la OEA, que deberían pertenecer al 
área estrictamente gubernamental, ya que tienen que ver con la política de salud, de la cual ASSE es sólo 
ejecutor. Aclaro que cuando digo “sólo” no quiero minimizar su rol; insisto en que el diseño, la elaboración y 
la fijación de una política están en la órbita del Poder Ejecutivo; la ejecución y todos los demás actores 
públicos y privados corresponden a ASSE. El control, evaluación, acreditación, etcétera, también son 
exclusividad del Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Salud Pública. Si no se realizara este adecuado 
deslinde de roles, en realidad, no tendría sentido crear el servicio descentralizado. Tal como yo lo veo, la 
verdadera finalidad o el motivo más valedero para realizar esta descentralización -que personalmente 
comparto y creo que va a aportar al progreso hacia un sistema nacional integrado de salud- es que el 
Ministerio haga lo que no puede hacer ahora por vivir permanentemente acuciado por las demandas de 
carácter asistencial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dada su experiencia, deseo hacer una pregunta de orden práctico al doctor 
Delpiazzo. ¿Es posible tener una descentralización sin hacer una persona jurídica nueva o un servicio 
descentralizado o ente autónomo nuevo? En este caso la Constitución establece que debería ser un 
servicio descentralizado. Es decir, ¿se puede descentralizar dentro del Ministerio de Salud Pública 
otorgando poderes como dice esta ley, sin crear un nuevo ente? Hoy es un servicio desconcentrado y 
pasaría a ser un servicio descentralizado dentro del propio ente. Jurídicamente debe ser posible, pero 
pregunto si lo es desde el punto de vista práctico. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Desde el punto de vista conceptual, la doctrina que ha estudiado el tema - 
básicamente Sayagués Lasso y Aparicio Méndez- entiende que la descentralización tiene distintos grados y 
que, salvo en el máximo de la autonomía, no es imprescindible la asignación de personería jurídica. Ahora 
bien, si a un nuevo organismo no se le dota de personería jurídica, entonces, en una arquitectura 
institucional cerrada como la que tiene nuestra Constitución, hay que ubicar a ese organismo dentro de una 
persona jurídica preexistente que, en este caso, sería el Estado -persona pública mayor- y, dentro de él, 
parece lógico que el organismo deba estar dentro del Poder Ejecutivo y, por razón de materia, en el ámbito 
del Ministerio de Salud Pública. Entonces, si se ubica en ese ámbito, va a estar subordinado a él y podrá 
tener un grado avanzado de desconcentración que, en la práctica, lo ha tenido o dejado de tener, 
dependiendo de los Ministros de turno. Digo esto porque con algunos Ministros ha tenido un alto grado de 
funcionamiento autónomo y, con otros, prácticamente se ha abocado al conocimiento de todos los 
problemas de ASSE. Pero, en la medida en que el organismo ASSE esté dentro del Ministerio de Salud 
Pública, es inexorable la jerarquía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores no desean formular más preguntas, agradecemos al 
doctor Carlos Delpiazzo su concurrencia a esta Comisión, así como los comentarios teóricos, prácticos y 
legales que nos aportó. 


(Se retira de Sala el doctor Carlos Delpiazzo) 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


Habiendo acordado los pasos a seguir por parte de la Comisión, a modo de resumen, podemos 
decir que enviaremos al Ministerio de Salud Pública la versión taquigráfica de esta sesión, el proyecto del 
doctor Bianchi y todos los antecedentes del tratamiento de este asunto, así como una nota -que firmaré 
personalmente- solicitando la mayor celeridad posible -obviamente, sin establecer un plazo concreto- por 
parte de la Cartera en la consideración y posterior respuesta a esta iniciativa. A su vez, si se entiende que 
hay modificaciones al proyecto de ley, que se las envíe por escrito, a menos que se quiera venir a trabajar 
aquí; en este caso, cualquiera de las dos cosas son válidas. Entretanto, trataríamos de citar al doctor 


Aguirre para el próximo jueves, buscando fijar una hora que fuera conveniente para él; en principio, por 
ejemplo, podría ser a las 14 ó 15 horas. La idea es escucharlo, y si surge algo relevante, no habiendo 
recibido todavía la contestación del Ministerio de Salud Pública, haríamos llegar a esa Cartera la versión 
taquigráfica de lo expresado en la reunión de la Comisión. 


SEÑOR DA ROSA.- Por mi parte, consulto al Señor Presidente sobre la posibilidad de sesionar un poco 
más temprano de lo que aquí se ha dicho, dado que a las 14 y 30 debo estar presente en otra Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En principio, no habría inconveniente en sesionar, por ejemplo, a partir de las 13 ó 
13 y 30 horas, siempre que al doctor Aguirre le sea posible asistir. 


SEÑOR ANTÍA.- Por mi parte, coincido con el señor Senador Cid en cuanto a que existen observaciones 
de fondo con relación a este proyecto de ley. Se habla de colisión de competencias del Ministerio de Salud 
Pública y el organismo desconcentrado o descentralizado. Quiere decir que aquí hay temas que tienen 
muchísimo peso, algunos de los cuales lindan la inconstitucionalidad, por lo que desarticulan o desarman el 
proyecto de ley. Por todo esto, se me ocurre que deberíamos reenviar la iniciativa con las observaciones 
realizadas, a los efectos de que sea analizado nuevamente. 


Evidentemente, como estamos ante una iniciativa que es trascendente para la reforma de la 
Salud y, en definitiva, para el futuro de toda esa área, es fundamental que ella nazca de la mejor manera 
posible; por eso mismo, considero que en este caso se requeriría que fuera el Consejo de Ministros el que 
la enviara. Pienso que si esto hubiese sido visto por el Consejo de Ministros, la Secretaría de la 
Presidencia lo habría revisado y corregido un montón de errores que contiene en materia jurídica; me 
refiero a faltas muy grandes, que nosotros desconocemos en términos generales, pero que han sido 
advertidas por las distintas personas que nos han asesorado. Me parece que este sería el mejor camino a 
seguir, y no así el de apurar las cosas, lo que para mí sería un gran error. 


SEÑORA PERCOVICH.- Entonces, de acuerdo con el cronograma que hemos fijado, que incluye la 
posibilidad de envío de la correspondiente versión taquigráfica al Ministerio, se me ocurre que sería 
conveniente también hacerles saber que la Comisión se estaría reuniendo el martes próximo... 


SEÑOR ANTÍA.- El jueves, señora Senadora. 


SEÑORA PERCOVICH.- Claro, señor Senador, pero ese día nos reuniremos específicamente para recibir 
al doctor Aguirre. 


Estaba diciendo que el martes próximo empezaríamos el tratamiento del proyecto de ley, 
teniendo en cuenta la urgencia que se tiene y que ha sido manifestada por parte del Ministerio y del propio 
Poder Ejecutivo. Empezaríamos a trabajar sobre las sugerencias realizadas por el doctor Delpiazzo y 
también sobre las que ya teníamos -por lo menos, algunos integrantes de la Comisión- relacionadas con 
eventuales modificaciones, según todo lo discutido en este ámbito. 


En definitiva, quisiera dejar fijado el día martes próximo como plazo para empezar a consolidar la 
consideración y votación de los artículos. 


SEÑOR ANTÍA.- Creo que la señora Senadora le está poniendo un plazo al Ministerio para que entregue 
su contestación y, en este sentido, pensamos -si bien este no es un tema que nos corresponda- que 
difícilmente desde esa Cartera se pueda tener prontas todas las correcciones para ese día. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, informaremos al Ministerio qué es lo que pretendemos hacer. Tal como 
señala el señor Senador, es muy razonable esperar que el Ministerio de Salud Pública se expida luego de 
las observaciones de fondo tan contundentes que se han realizado, porque en realidad es el que va a tener 
“la sartén por el mango”. Nosotros podemos tener mayor o menor experiencia en este tema, pero nada 
más. 


Por lo tanto, citaremos al doctor Aguirre, para el día jueves a la hora 13 y 30 minutos si fuera 
posible. Mientras tanto, se redactará la carta que firmaré hoy mismo. 


SEÑOR ANTÍA .- ¿Y si recibimos las consideraciones del Poder Ejecutivo? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Las estudiamos. 

SEÑOR ANTÍA.- Las incluiremos en el orden del día de la sesión del martes. 
SEÑORA PERCOVICH.- Solicito la mayor celeridad en la elaboración del acta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se redactará la carta y una vez que el acta esté pronta, la enviamos. También voy 
a solicitar que se distribuya la versión taquigráfica a todos los señores Senadores integrantes de la 
Comisión, porque si bien hemos tomado nota de la exposición realizada por el doctor Delpiazzo, se puede 
perder algo y la importancia del tema amerita leerlo nuevamente. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 56 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


